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1. Introducción 
 

En la ponencia se abordarán las relaciones entre instituciones y 
desarrollo económico focalizando en el problema de la autonomía 

administrativa de los entes autónomos en Uruguay. El llamado “dominio 
industrial y comercial” del Estado era la principal herramienta de 

intervención estatal en la economía en las tres primeras décadas del siglo 
(lo siguen siendo hoy en día, aunque de una manera diferente). El 

proceso de construcción de dicho dominio arranca con la fundación del 
BROU en 1896. La intención original por la cual se dio autonomía 

administrativa al instituto fue separar la administración de problemas 
complejos, de las angustias políticas o financieras de los gobiernos. 

Construir institutos de intervención en la economía que no estuvieran 
sujetos al juego de la “política menuda” (al decir de Carlos Real de Azúa) 

fue uno de los propósitos orientadores en la forja de los Entes 
Autónomos. Este principio fue imaginado como un mecanismo que 

permitiría una intervención racional del Estado en la economía 
privilegiando los criterios técnicos de actuación sobre los políticos. Sin 
embargo, la autonomía administrativa presentaba un problema crucial 
para el andamiaje institucional del Estado: no estaban previstos en la 
constitución de 1830. Al momento en que se reforma la constitución 
(hacia 1917) el problema aparece a los legisladores como un tema de 

difícil resolución. El artículo 100 de la constitución que entra en vigencia 
en 1919 pretende dar una solución a esta anomalía. Sin embargo, la 

solución propuesta deja en manos de la ley la reglamentación definitiva 
de la autonomía administrativa de cada ente Autónomo. Esta resolución 
no logra corregir los problemas previos y plantea otros que deberán ser 
resueltos por los gobiernos sucesivos. Un elemento clave de los intentos 

de los gobiernos por abordar la definición de la autonomía administrativa 
durante los años de 1920 es que se encontrarán con la oposición de los 

mismos Entes Autónomos, los cuales no querrán ceder en cuanto al grado 
de autonomía alcanzado previamente. En éstos, y especialmente en el 

más antiguo que era el BROU, se había forjado una fuerte cohesión entre 
los Directorios y los principales funcionarios de carrera que lideraban el 

instituto. 
 

Los gobiernos se enfrentan a un nuevo actor, el actor burocrático que 
pugna por mantener la situación de autonomía, consolidada en los años 

previos a 1920. 
 

En el trabajo original de investigación que sustenta esta ponencia, el 
objetivo central era describir el primer impulso racionalizador del Estado 

uruguayo. En esta ponencia abordaremos un aspecto crucial de ese 



primer impulso que fue el surgimiento dentro de las empresas públicas de 
un personal jerárquico con características particulares. Nuestra principal 

hipótesis es que al amparo de la autonomía administrativa surgió un 
estamento de burócratas con una clara conciencia de su rol en la política 

democrática. Intentaremos mostrar cómo este grupo de “high civil 
servants” se percibía a sí mismo como un grupo necesario y diferente del 

actor político. Creemos que esta hipótesis ilumina un aspecto poco 
estudiado de la construcción del Estado uruguayo y sus mecanismos de 

intervención en la economía y la sociedad. Tradicionalmente se ha 
estudiado el rol de los políticos, de los empresarios, de los trabajadores y 
las diferentes formas de articulación de estos actores en la conformación 
de las estructuras del Estado uruguayo. Nosotros quisiéramos agregar un 
actor más, el cual creemos tiene su propia historia para contar, y que es el 

actor burocrático. 
 

El foco de nuestra ponencia estará en el Banco República y en la figura de 
su primer gerente de carrera, don Octavio Morató. 

 
A continuación, delimitaremos las dimensiones analíticas que empleamos 
para abordar nuestro objeto de estudio.  Nos limitaremos a enunciar las 
principales hipótesis con las cuales interrogaremos el material empírico 

recolectado. El lector que así lo quiera, puede profundizar el marco 
teórico en el libro de próxima aparición (BAUDEAN, 2011). 

 
De la reflexión de Max Weber sobre la burocracia tomamos el énfasis que 
éste hace en la importancia del marco legal en la construcción de los roles 

que llevarán a cabo políticos y burócratas y en la definición de las 
características organizacionales de la burocracia. Con esta idea como guía 

abordaremos el marco constitucional y legal que dio forma al 
sistema de empresas públicas en su origen y particularmente al 

Banco República.  
 

Del institucionalismo de corte estructuralista, tomamos la hipótesis según 
la cual en el momento en que el Estado conquista cierta autonomía en el 

manejo de problemas específicos se convierte en arena del conflicto social 
(EVANS, RUESCHEMEYER, 1985). Esta hipótesis nos conducirá a 
precisar cuáles eran los aspectos críticos de la autonomía 

administrativa que generaban conflicto entre burocracia y 
clase política.  

 
La reflexión de Rudolph y Hoeber Rudolph (1984) nos hará profundizar 
en laimportancia del manejo del poder hacia el interior de la 
organización. En este sentido, intentaremos mostrar cuáles eran los 

problemas que Directores y altos burócratas del BROU veían en la 
posibilidad de mayores controles por parte del poder político en el 

manejo interno de la organización. 
 

La reflexión de Morstein Marx (1963) sobre el high civil service nos 
llevará a darle especial importancia al pensamiento del actor burocrático. 
De aquí el foco en el pensamiento de Octavio Morató. Dicho pensamiento 

será interpretado como un indicador de la autopercepción que los 



altos burócratas tenían sobre su rol en la política democrática. 
Por último, de la corriente neo-institucionalista (MEYER, ROWAN, 1991) 
nos interesará explorar la hipótesis según la cual las organizaciones son 

construidas y modeladas en su estructura y funcionamiento por los 
valores y principios institucionalizados prevalecientes en las sociedades 

donde están insertas. Esta hipótesis permite prever que las 
organizaciones que se alejan de dicho entorno de valores y principios 

institucionalizados encontrarán problemas en su consolidación y 
legitimación. En consecuencia, el trabajo de reconstrucción histórica 

realizado enfatiza en los conceptos institucionalizados a lo largo 
del siglo XIX sobre la estructura del Estado, el valor político y 

social de la burocracia y la organización del sistema financiero. 
La idea de la autonomía administrativa obtenía legitimidad de ciertos 
principios institucionalizados sobre las finanzas así como entraba en 

conflicto con otros vinculados a la relación entre los partidos y sus bases 
sociales.  

2. El problema de investigación en su contexto histórico 
 

El período que va desde la década de 1870 hasta la segunda década del 
siglo XX es el momento histórico de la consolidación y centralización del 
poder estatal. En el mismo se pasa desde un Estado de cuño liberala un 

Estado interventor en la economía. El corolario de este proceso es la 
institucionalización de la democracia con la constitución de 1919. Con 
esta reforma se inician la depuración de los procesos electorales y los 

arreglos institucionales que conducirán a la coparticipación de los 
partidos tradicionales en la administración. 

 
En las primeras décadas del siglo XX, con Batlle y Ordoñez en la 

presidencia (1), se consolidan las principales instituciones que mediarán 
en la intervención en la economía por parte del Estado: las empresas 

públicas o entes autónomos(2).  
 

Dichos entes eran, precisamente, autónomos en un país cuyos cimientos 
constitucionales prefiguraban un estado “unitario y centralista” al decir 
de historiadores y constitucionalistas. Dicha autonomía, implicaba que 
los directorios de los entes tenían potestad de “libre, franca y general 
administración”: capacidad de designar y destituir funcionarios y de 

elaborar su propio presupuesto. Los directorios, a su vez, eran designados 
por el Ejecutivo con previa venia del Senado(3). Sin embargo, según la 

constitución de 1830 -en curso al momento de la creación de los primeros 
entes- el poder Administrador recaía en el Ejecutivo.  

 
Es así que la descentralización administrativa y la creación de una 
burocracia estatal autónoma comienza en Uruguay con elementos 

emparentados con las reformas que por la misma época (1870-1920) se 
implementaban en Europa y Estados Unidos (RAMOS, 2004). El 
elemento en común es el problema de“resolver el cómo se deberá 

producir la politización y despolitización simultánea que se debe operar 
al interior del sistema Ejecutivo de gobierno” (RAMOS, 2004). Es decir, 

el problema de cómo construir una burocracia meritocrática 



relativamente autónoma de los vicios de la política, pero al mismo tiempo 
capaz de servir a los gobiernos democráticamente elegidos.  

 
Sin embargo, el origen del concepto de autonomía tiene una historia que 

se hunde en los problemas del Estado uruguayo en el siglo XIX. En 
particular, el problema de generar una estructura estatal con autonomía 

financiera de los sectores económicamente dominantes en el país. El 
Banco República fue pensado –entre otros fines- para resolver este 

problema.  
 

En la coyuntura marcada por la crisis de 1890, uno de los problemas 
centrales que proponía una institución bancaria vinculada al Estado 

radicaba en la desconfianza que este vínculo despertaba en los sectores 
que dominaban el crédito a nivel local. En un sistema de patrón oro, 

dicho grupo tenía múltiples mecanismos para desestabilizar el normal 
desarrollo de una nueva institución estatal. La autonomía de la que 

gozará por ley el BROU (desde 1896) fue una fórmula de compromiso, 
fruto de la debilidad del Estado frente al capital financiero local. Dicha 

autonomía aseguraba a éstos últimos que la nueva institución no iba a ser 
manipulada para sofocar las angustias financieras de los gobiernos. 

 
Ahora bien, hay dos elementos escasamente subrayados en toda su 

importancia en lo que respecta a esta creación institucional (la 
descentralización vía la creación de entidades autónomas). 

 
En primer lugar, que esta idea se constituyó en una verdadera tradición 
en nuestro país. Pero lo más importante es que esta tradición de 
autonomía (4) fue defendida y fundamentada en conceptos de 

eficiencia organizacional e interés público por las mismas 
empresas, sus directorios y altos jerarcas (especialmente en el 

caso del BROU que será el foco de interés de esta 
ponencia). Esto es de resaltar porque –en el lenguaje teórico que 
emplearemos- es un indicador del temprano desarrollo de un actor 
burocrático con conciencia de un rol diferenciado del actor político 

partidarios así como de otros actores sociales. 
 

En segundo lugar, el BROU fue a la postre el modelo sobre el cual se 
inspiraron el resto de las empresas públicas del período. Con la fundación 
del BROU el concepto de autonomía administrativa aparece por primera 

vez en su máximo grado de expresión (Sayagues Laso, 1991, 225-253). 
Batlle y Ordoñez vislumbró en la formula organizacional de la autonomía 
una forma eficiente de administrar organismos complejos y sujetos a la 

sospecha de “manejo político” y la respetó, difundió y alentó.  
 

El concepto de autonomía se volvió problemático cuando se le quiso dar 
estatuto constitucional. La primera solución es la del artículo 100 de la 
constitución de 1919. La misma fue una solución incompleta. Desde la 
entrada en vigencia de la constitución llevó a polémicas tanto a nivel 

jurídico como entre las nuevas empresas y el Poder Ejecutivo. Tras varios 
intentos frustrados de reglamentación del artículo 100 a lo largo de la 

década de 1920, el mismo quedó sin reglamentar. El Consejo Nacional de 



Administración (5) (CNA) era quien tenía a cargo la supervisión general 
de los entes.  

 
En sucesivas reformas constitucionales, la tradición autonómica persiste 
y se desarrolla a nivel constitucional (1934, 1942 y 1952). Pero persistirá 
manteniendo características diferentes a las originales. En 1983, Solari y 

Franco escribían que las autonomías de las empresas públicas fueron 
altas hasta 1930 (6) y que con la constitución de 1934 comienzan a verse 
limitadas, cerrándose un ciclo de re-centralización hacia la constitución 

de 1967. Asimismo sugieren que el estudio de las autonomías a 
posteriori  de 1967 es más complejo de lo que parece si uno se guía 

exclusivamente por el marco legal (7). 
 

Ahora bien, poco se sabe de los debates y tensiones que se generaron en el 
período histórico que va de 1920 a 1933, momento en que la autonomía 

de las empresas públicas es fuertemente criticada. ¿Cuáles fueron las 
posiciones de políticos y burócratas en torno a la autonomía?, ¿cuáles 

eran los grandes temas que se discutieron?, ¿qué alternativas se 
planteaban para dar solución a los conflictos generados?  

 
En el resto de la ponencia abordaremos dos temas que permiten 

responder parcialmente las preguntas planteadas.  
 

Primero, la sanción constitucional de la autonomía administrativa de los 
entes autónomos (1917-1919). Este es el marco legal que da pie a los 

encuentros y desencuentros entre el BROU y el Poder Ejecutivo durante 
el período de duración de la segunda constitución que tuvo el país (1919-
1933). Encuentros y desencuentros que estarán pautados por la discusión 

del alcance que la nueva constitución daba a la autonomía del instituto 
(particularmente en lo referente a la elaboración y sanción de su 

presupuesto) y la definición del estatuto de sus funcionarios (el debate 
acerca de si los mismos debían ser considerados funcionarios públicos o 

especiales).  
 

Segundo, profundizaremos en la perspectiva burocrática sobre estos 
problemas. Para ello abordaremos el pensamiento de Octavio Morató, 

gerente del BROU entre 1921 y 1937. (8) 
 

3. La autonomía administrativa del dominio industrial del 
Estado y la reforma de la constitución 

 
El marco en el que se debatió y se procesó la reforma que culminó en la 

constitución de 1919 fue una coyuntura donde se superpusieron nuevos y 
viejos problemas. Como lo expone Benjamín Nahum (NAHUM, 1998: 53-

54), dicha coyuntura estuvo marcada por la resolución de al menos tres 
grandes problemas. 

 
En primer lugar, la experiencia de la guerra civil había puesto de 

manifiesto la necesidad de superar las limitaciones que la primera 
constitución oponía al sufragio.  

 



En segundo lugar, los nuevos entes autónomos creados no 
estaban “previstos ni regulados” por la vieja Constitución. 

 
En tercer lugar, y vinculado al problema anterior, la Constitución de 1830 

era excesivamente centralista y ponía en manos del Presidente de la 
República una suma de poder que lo convertía en figura clave en la 

sociedad. Esta centralización era un problema para la democracia y la 
reforma constitucional debía dar una respuesta. 

 
En virtud de esta agenda, la discusión de dicha constitución fue uno de 

los momentos ideológicos más importantes del siglo XX en Uruguay 
(PANIZZA: 1990). Básicamente se discutió todo el andamiaje 

institucional que ordenaba la vida política del país.  
 

El problema jurídico que representaba la existencia de organismos y 
servicios tuvo un largo proceso de discusión que derivó en la redacción 

del artículo 100 de la Constitución de 1919. Veremos las diferentes 
posiciones sobre el problema a continuación. 

3.1. Posiciones sostenidas a nivel parlamentario sobre el 
problema de la descentralización (previo a la Constituyente de 

1917)  
 

Veremos un resumen de las principales posiciones sostenidas en los 
debates parlamentarios tal como las resume Sayagués en el “Tratado de 

Derecho Administrativo” (1991: 144 y 145). 
 

Básicamente se sostuvieron tres criterios diferentes frente al problema de 
los nuevos organismos y servicios descentralizados:  

 
Posición 1. Las Cartas Orgánicas creadas mediante la ley eran 
inconstitucionales cuando consagraban una descentralización 
amplia.El principal argumento giraba en torno a la defensa del Poder 
Ejecutivo como “jefe superior de la administración” y al cual la ley no 

podía quitar las potestades que la Constitución le atribuía expresamente 
(dictar reglamentos, nombrar y destituir empleados públicos) para 

cederlas a las autoridades de los nuevos entes. Por otra parte, se 
cuestionaba fuertemente el hecho de que los presupuestos de gastos de 
algunas organizaciones (caso del BROU) pudiesen ser sancionados por 

sus propios directorios o con aprobación del Poder Ejecutivo, 
desconociendo de esta forma la competencia del Parlamento para 

autorizar los gastos públicos. 
 

Posición 2. Las Cartas Orgánicas creadas por la ley eran 
constitucionales. Esta posición fue mantenida por quienes defendieron 

la creación de los entes en el Parlamento (fuertemente por el sector 
batllista, pero también por blancos principistas como Martín C. 

Martínez). Resume Sayagués Laso (1991b: 145):  
 

“Se argumentaba diciendo que el Presidente era el jefe superior de la 
administración general de la República, pero no de las 



administracionesespeciales que el legislador crease; por tanto, 
concluíase que la ley podía dar amplios poderes de decisión a las 

autoridades de esos servicios. Un razonamiento análogo los llevaba a 
limitar la competencia del Poder Legislativo en materia presupuestal”. 

(énfasis original). 
 

Posición 3. Las Cartas Orgánicas creadas por la ley no eran 
constitucionales ni inconstitucionales, sino 

EXTRACONSTITUCIONALES. Esta posición fue defendida por 
algunos legisladores que votaron favorablemente la creación de los 

nuevos entes. Se argumentaba que la Constitución de 1830 no preveía la 
descentralización administrativa por servicios, que comenzó a 

desarrollarse a posteriori por la vía de los hechos y por circunstancias 
especiales. En consecuencia, “el texto constitucional no la había 

permitido ni prohibido, sino simplemente ignorado”(SAYAGUÉS LASO, 
1991: 145) . 

 
Los grandes temas que dividían las opiniones se centraban en: 

• Los poderes de decisión de los directorios de los entes y su relación 
con la posición institucional del Poder Ejecutivo. 

• La autoridad de la ley para crear dichos servicios frente a la 
autoridad de la Constitución misma. 

• La competencia del Parlamento frente a los presupuestos de gastos 
de dichos servicios. 

Como puede observarse, se trata de una compleja mezcla de problemas 
jurídicos por una parte, y otros que van directamente a la relación entre 
política y administración. Estaba en juego la progresiva constitución de 
áreas de la administración que –de seguir las pautas de desarrollo que 

mantenían- podrían constituirse en arenas de decisión con alta 
independencia de los partidos en materias económicas, financieras y 

sociales. El problema radicaba en la precaria situación que tenía el 
Parlamento frente a estos nuevos segmentos de la administración. 

3.2. La Convención Constituyente 
 

Hubo coincidencia entre los constituyentes en que la nueva Constitución 
consagrase el principio de la autonomía y en que el proyectado Consejo 

Nacional de Administración (CNA) tuviese a su cargo la superintendencia 
de dichos organismos. Las mayores divergencias surgieron en torno a la 

definición de la autonomía y a la conveniencia o no de extenderse sobre la 
misma en el texto constitucional. Existía diversidad de situaciones en los 

grados de autonomía que tenían los organismos y servicios 
descentralizados y también en la independencia económica que podían 

llegar a tener frente al Ejecutivo. Esto condujo a que no prosperara entre 
los constituyentes la idea de Martín C. Martínez  de darle un 

contenido  preciso al concepto mismo de autonomía. Predominó la idea 
de que sería la ley la que fijaría la extensión de la autonomía en cada 

caso. En consecuencia, el reconocimiento constitucional de la 
descentralización se redujo a un solo artículo (artículo 100) 



(8), no explicitándose el alcance de la autonomía.  
 

Esto generó la necesidad de definir con mayor precisión la relación entre 
el CNA y los diversos entes mediante la ley. Dado que preexistían diversas 

opiniones a nivel político sobre el tema y que los entes tenían posición 
tomada en defensa de la autonomía, se generaron debates y 

enfrentamientos mientras duró la Constitución de 1919 que nunca 
llegaron a resolverse en forma coherente y unificada. 

 
Pese a estos problemas, el artículo 100 fue un logro en varios 

sentidos. Constitucionalizó el proceso de descentralización 
administrativa que se había iniciado al margen de la Constitución de 

1830. Con ello consagró un amplio traspaso de poderes de administración 
hacia los Consejos Directivos o Directorios de los entes. 

3.3. Las bases legales del conflicto entre gobierno y burocracia 
 

Teniendo en cuenta estas disposiciones constitucionales, el problema 
estaba en resolver qué pasaba con las previas Leyes Orgánicas de los 

entes y servicios descentralizados: el artículo 100, ¿derogaba o no esas 
leyes? En caso afirmativo: ¿en qué medida se había operado dicha 

derogación? (SAYAGUÉS LASO, 1991:151). 
El BROU (9) se amparaba en la frase “serán administrados por Consejos 

Autónomos” para considerar derogadas de las previas Leyes Orgánicas 
todo lo referente a los controles administrativos que eventualmente el 

Ejecutivo pudiera imponer en el gobierno del instituto. Asimismo, en la 
postura institucional del BROU se consideraba como taxativos todos los 

casos de intervención del CNA enumerados en la segunda parte del 
artículo 100. En general, la postura de los entes fue acompañada por la 

doctrina jurídica de la época, siendo la mayor discrepancia el tema de las 
potestades presupuestales (donde juristas como Demichelli, Ramela de 

Castro y Martín C. Martínez mantenían posturas diferentes) (SAYAGUÉS 
LASO, 1991: 152).  

 
Por su parte, el Poder Ejecutivo (fundamentalmente el CNA) y el 
Parlamento sostuvieron la tesis de que el artículo 100 consagraba 

solamente el principio de la autonomía, dejando la precisión del alcance 
de la misma en manos del legislador. En consecuencia, mientras no se 
dictase la ley reglamentaria se deberían considerar vigentes todos los 

artículos de las previas Leyes Orgánicas que preveían intervenciones del 
Ejecutivo o el Parlamento en la administración de los entes.  

 
Esta divergencia dio lugar a enfrentamientos entre los poderes y las 

empresas. En nuestra opinión –pese a no tener evidencia contundente al 
respecto- las empresas se vieron en la obligación de exagerar sus fueros 

autonomistas debido a que la constitución de 1919 implicaba por primera 
vez la coparticipación de ambos partidos tradicionales en la conducción 
de temas administrativos de gobierno. Es plausible que las empresas -

frente a un CNA que contenía en su interior a representantes de la 
oposición por primera vez- buscasen separar más radicalmente su 

administración de las injerencias de los poderes como forma de preservar 



el amplio margen de maniobra al que estaban acostumbradas. 

 
(1) Más precisamente, en su 2da presidencia: 1911 – 1916. 

(2) Luego de 1933 y en un contexto económico y político diferente, las 
empresas públicas también serán usadas con fines regulatorios junto a 

otros andamiajes institucionales destinados a tal fin. 

(3) Este modelo, que es el que corresponde a la 1era Carta Orgánica del 
Banco de la República (1896), se repitió –con variantes que delimitaban 

diversos grados de autonomía- para las empresas públicas creadas 
durante la 2da presidencia de Batlle. 

(4) Tradición que tuvo tiempo de madurar y permear la conciencia de los 
burócratas de carrera del Banco República por lo menos a lo largo de 3 
décadas (desde la fundación del instituto hasta entrada la década de los 

’30). 

(5) Según la constitución de 1919 el Poder Ejecutivo se dividía en dos 
organismos: Presidente y Consejo Nacional de Administración con 

funciones específicas y diferenciadas. 

(6) Una prueba tangencial de ello son los debates con los gobiernos que se 
verán en el cuerpo central de esta tesis. 

(7) “Hasta esta última fecha [1967], sin embargo, la autonomía real 
frente al poder ejecutivo era elevada salvo en los casos, cada vez más 
frecuentes, de pérdida de la autonomía financiera ..... Sin embargo, la 
cuestión de la autonomía y su disminución no es tan simple. En forma 

paralela a la causa financiera se va produciendo también un proceso de 
pérdida de la autonomía real frente a los partidos políticos. Estos cada 

vez recurren con más fuerza al sector empresarial estatal, como recurso 
político. La paradoja es que dada la estructura de los partidos, la 

pérdida de autonomía frente a ellos puede traducirse muy a menudo en 
el surgimiento de la posibilidad de afirmar la autonomía frente al poder 

ejecutivo, inclusive en casos de imposibilidad de 
autofinanciamiento”. Más adelante concluyen: “.....surge la interrogante 

sobre si lo más característico del período actual es la disminución 
generalizada de las autonomías, lo que en algunos aspectos parece 

evidente, o una compleja transformación por la cual antiguas 
autonomías reales han sido sustituidas por otras diferentes, pero no 

menos reales” (SOLARI, FRANCO, 1983: 94-95). 

(8) Artículo 100: “Los diversos servicios que constituyen el dominio 
industrial del Estado, la instrucción superior, secundaria y primaria, la 

asistencia y la higiene públicas serán administrados por Consejos 
Autónomos. Salvo que sus leyes los declaren electivos, los miembros de 

estos consejos serán designados por el Consejo Nacional. A este incumbe 
destituir a los miembros de los consejos especiales con venia del Senado, 

ser juez de las protestas que originen las elecciones de los miembros 



electivos, apreciar las rendiciones de cuentas, disponer las acciones 
competentes en caso de responsabilidad y entender en los recursos 

administrativos según las leyes”. 

(9) Junto con el BROU, también defendían dicha posición los entes 
autónomos que tenían en lo previo un grado similar de autonomía. 
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